INFORME SOBRE ACOPIOS DE RESIDUOS TOXICOS Y PELIGROSOS INTERNADOS ILEGALMENTE POR LA EMPRESA PROMEL EN SECTORES POBLACIONALES DE LA COMUNA DE ARICA
 
 
 
INTRODUCCION
 

Cuando se descubrieron las cerca de 19.000 toneladas de residuos tóxicos internados ilegalmente por la empresa Promel en Arica, con sus altos niveles de metales pesados y de plomo, quedaron al descubierto dos cosas, ambas de la mayor gravedad: existía una exposición directa de miles de personas que desconocían los efectos de esos residuos y quedaba al descubierto la punta de un iceberg que amenaza a nuestro continente, pero especialmente al norte de nuestro país: países desarrollados coludidos con empresarios nacionales inescrupulosos buscan convertir el desierto chileno en un ‘basurero’ de desechos peligrosos y tóxicos, tal como hoy ocurre en Asia con los procesos de ‘reciclaje’ de computadores.

 

            Sin embargo, parece ser posible que pese a la tardía incorporación a nuestra legislación nacional de aquellos parámetros exigibles desde hace mucho en los países de mayor avance industrial y socioeconómico, aún podamos evitar que nuestro patrimonio cultural y natural pierda valor ante la arremetida de aquellos que pretendiendo eludir las exigentes normas vigentes en sus sociedades, quieren aprovecharse de nuestra debilidad normativa y de nuestra innegable dependencia científica, tecnológica y, por cierto, económica.

 

            Lamentablemente, a lo anterior debe agregarse el pésimo precedente que en el denominado caso Promel, en Arica, han sentado los organismos del Estado, las que han asumido todos los costos, sin que se hayan aclarado totalmente las responsabilidades por acción u omisión de algunos de ellos, y sin que hasta ahora se pueda apreciar una voluntad decidida de resolver los temas de fondo, llegando hasta las últimas consecuencias, esto es generar los mecanismos para que aquellos que propiciaron este hecho que probablemente marcará a generaciones de ariqueños, asuman su propia y determinante parte en el problema que analizamos a continuación.

 

I. ANTECEDENTES
 

El 21 de marzo de 1984, Marcos Beovic Uranicic, socio y Director Ejecutivo de la Sociedad Procesadora de Metales Promel Ltda. y C.P.A., constituida según escritura pública, el 25 de octubre de 1977, solicitó una autorización para desaduanar una muestra de un producto caracterizado como ‘barros con contenidos metálicos’, provenientes de la empresa Boliden Metall A.B., de Suecia. 

 

En esta solicitud se señalaba que los residuos no eran tóxicos, que cualquier persona puede manejarlos, pero que no se pueden ingerir. En la descripción química del producto se hacen ver los altos porcentajes de arsénico, que alcanzaban a un 17%, lo que equivalía a unos 170 kilos por tonelada, además de tener altos índices de fierro y plomo, sin que esta última sustancia no sea mencionada como tóxica.

 

Existe también un ordinario, sin número y sin firma legible o completa, de fecha 24 de abril de 1984, con el pie de firma del entonces Director Delegado del Gobierno en el Instituto de Salud Pública, Joaquín Larraín, en el cual se señala que los ‘barros con contenidos metálicos’ no serían tóxicos ‘salvo que se ingiera accidentalmente, se derrame y contamine productos alimentarios, se procese y la producción de trióxido de arsénico origine contacto dermal y/o respiratorio con el trabajador inadecuadamente protegido, causando serios daños’.

 

Posteriormente, con fechas 28 de agosto y 20 de diciembre de 1984 y 17 de julio de 1985, existen tres solicitudes de Promel a la autoridad sanitaria, pidiendo autorización para el traslado a Zona Franca, de 8.096, 6997 y 4.041 toneladas métricas del material mencionado, respectivamente. Asimismo, existe una solicitud de certificado para desaduanar la cantidad de 8.096 toneladas métricas de los barros, dirigida al Servicio de Salud de Arica, con fecha 24 de agosto de 1994. Tal petición no tiene identificación del solicitante, aunque cuenta con una firma atribuible a Marcos Beovic. Dicha petición fue sancionada positivamente con fecha 27 de agosto de 1984.

 

Cabe citar el hecho de que Promel no canceló derechos de internación, por cuanto fueron importados bajo el régimen de Zona Franca, que para los efectos aduaneros es el área o porción unitaria de territorio perfectamente deslindado y próximo a un puerto o aeropuerto, amparado por presunción de extraterritorialidad aduanera. La Zona Franca de Extensión, por su parte, es la ciudad o región situada adyacente a la Zona Franca, delimitada por el Presidente de la República en uso de sus facultades, que para el caso en análisis corresponde a la ciudad de Arica.

 

Los terrenos donde estaban acopiados los residuos era una zona primaria aduanera. Para efectos de la Ordenanza de Aduanas (DFL 30/83), zona primaria aduanera es el espacio de aire, mar o tierra en el cual se efectúan las operaciones materiales marítimas o terrestres, de la movilización de mercancías, para los efectos de su jurisdicción es recinto aduanero y en él han de cargarse, descargarse o recibirse las mercancías, para constituir, con los demás requisitos y formalidades establecidas, un acto de importación, exportación, tránsito, trasbordo, cabotaje o cualquier operación aduanera. El responsable de la mercadería que permanece en Aduanas es el Servicio de Aduanas, de acuerdo con el artículo Nº61 de la Ordenanza.

 

El 29 de diciembre de 1993, Promel solicitó a Aduanas una autorización para abandonar materias primas de Zona Franca Industrial, entre las cuales estaban 19.314 toneladas de ‘barros’. En la solicitud, la empresa argumentó que estas materias primas no fueron susceptibles de proceso por el alto costo de los insumos, la constante fluctuación de los precios internacionales de los metales, especialmente Cobre y Plata, y la política cambiaria existente. Por ello, solicitaron al Administrador de Aduanas, procediera a autorizar el abandono a beneficio fiscal de las materias primas consignadas. Hasta donde se sabe, Aduanas nunca dio respuesta a esta petición.

 

Lo señalado en el párrafo anterior, caracterizado como abandono de mercancías, se encuentra regulado también por la Ordenanza de Aduanas. Por eso, en este caso correspondía la venta de las mercancías abandonadas en subasta pública, al mejor postor. Con el producto de la subasta deben pagarse los derechos aduaneros adeudados.

 

Llama la atención, luego de considerar que el valor comercial de estos residuos es potencialmente muy inferior al valor del flete, cuál es la rentabilidad del negocio asociado al cancelar altos costos en transporte por este tipo de materia prima.

Sin embargo, según informó posterior y públicamente la propia empresa, estos materiales se importaron para tratarlos, pero que posteriormente, entre los años 1987 y 1988, por restricciones y prohibiciones sanitarias no pudieron hacerlo. Esto no es concordante con los hechos, puesto que existen importaciones posteriores que datan de 1988 y 1989, que son posteriores a la fecha en la cual supuestamente se les habría prohibido operar. Por otra parte, en el documento presentado por Promel al Servicio de Aduanas en 1993, en que solita permiso para abandonar los residuos en la Zona Franca, aduce motivos comerciales y no sanitarios.

 

OTRAS ACCIONES DE PROMEL
 

            Además de lo documentado en el capítulo anterior, hay hechos o situaciones relacionadas con el accionar de Promel que no están del todo aclaradas. Así, entre otras cosas no se sabe bajo que modalidad los residuos fueron importados a Chile. No se sabe con certeza si fue una venta de material de Boliden Metall a Promel, o al contrario, Promel los compró.

 

            Adicionalmente, no se sabe tampoco si las instalaciones de Promel existentes a la fecha de la internación eran o no capaces de procesar los residuos importados desde Suecia y, por lo tanto, tener certeza de que la empresa sabía de las potenciales dificultades que enfrentaría y que esgrimió como razón para el posterior abandono de los residuos.

 

            Sin embargo, la importación desde Suecia no parece ser la única operación acometida por Promel en este rubro. Ello porque existen antecedentes sobre operaciones de ingreso de sustancias, presumiblemente residuos, desde Estados Unidos. En efecto, entre octubre de 1988 y enero de 1989 se realizaron doce operaciones desde norteamérica, en las cuales se importaron, por parte de Promel sustancias denominadas ‘Oxidos de Cobre’, en diez ocasiones, y ‘Residuos de Oxido de Cobre’, en dos casos. Todas estas operaciones se importaron vía contenedor, y no a granel como en los casos anteriores, y las cantidades totales involucradas no alcanzaron las dos mil toneladas métricas. Los puertos de embarque corresponden principalmente a Nueva York y, en un caso, a Houston.

 

            Como no existe certeza respecto de cuál fue el destino de los residuos, desde Chile se ha solicitado la colaboración de la Agencia de Protección Ambiental (EPA) para reunir antecedentes. Ante esta solicitud, la EPA nominó al funcionario Robert Heiss para que investigara el origen de los residuos.

 

            Con fecha 26 de marzo de 1998 se recibió un informe de la EPA, en el cual se informa de dos notificaciones de exportación de residuos, que habrían sido objetadas por el Ministerio de Salud chileno, pero ninguno se referiría a Promel. Del tenor del informe puede desprenderse que la objeción sanitaria chilena fue al tipo de residuos que pretendían importarse. Pese a que no figura formalmente el nombre de Promel en estas acciones es posible que se esté en presencia de alguna infracción a las normas norteamericanas sobre la materia.

 

            Aparte de los hechos descritos también existe a posibilidad de que se hayan realizado otras operaciones de importación de residuos por parte de Promel. Resultan curiosas en ese sentido las declaraciones formuladas por personeros de la empresa Boliden Metall en Suecia, quienes indicaron que al haber estado en una oportunidad Chile para conocer las instalaciones de Promel, también habían visitado la empresa denominada Sociedad Concentradora de Metales ‘Socomin Ltda.’

 

II. LA EMERGENCIA AMBIENTAL Y SANITARIA
 

En razón de todo lo señalado en el capítulo anterior, Promel arrendó al Ministerio de Bienes Nacionales el sitio F, en el Barrio Industrial, para el arrendamiento de estos residuos. Como principal razón para este arrendamiento se consignó que Promel tenía, en un sitio contiguo, una planta de tratamiento de minerales, por lo que llegado el momento del procesamiento de dichos barros minerales no habría que proceder al traslado de las materias primas.

 

El mencionado sitio F, se ubica al noreste del centro de la ciudad, en la intersección de las calles Capitán Avalos y Linderos. Presenta vientos predominantes hacia el noreste, es decir, alejándose de la ciudad, la que tiene una pluviometría que no supera los 2mm. Anuales. Originalmente, este sitio contaba con cierre perimetral y avisos de advertencia de peligro y no existía ningún asentamiento habitacional ni vivienda en su entorno.

 

Años más tarde, fueron construidas poblaciones en el sector. Estas se levantaron en sectores con uso de suelo destinado a actividades industriales, e incluso, en áreas que el Plano Regulador vigente a esa fecha consideraba como fuera del radio urbano.

 

De esta forma, a diciembre de 1995 se habían entregado las poblaciones ‘Los Industriales IV’, ‘Villa Los Laureles’, ‘Cerro Chuño’, ‘Villa El Solar’ y ‘Villa El Amanecer’, todas ellas aledañas al lugar de acopio. Por esta razón, en diciembre de 1996, el Servicio de Salud de Arica, por iniciativa propia, comenzó las gestiones para el retiro de los residuos.

 

En octubre de 1997 el Servicio de Salud remitió al Instituto de Salud Pública muestras del material acopiado. Los resultados, recibidos casi un mes después, eran dados a conocer por la comunidad organizada del sector, en conjunto con el entonces diputado Salvador Urrutia. Dichos resultados señalaban que estos desechos tenían altos índices de arsénico, cadmio, plomo, mercurio, cobre y zinc. Esto dio pie a que se calificará la situación como emergencia sanitaria ambiental.

 

            Dicha calificación y la intervención de la autoridad sanitaria en el tema se fundó en los siguientes preceptos legales: 

 

- Constitución Política del Estado, artículo 19 Nº1, 8 y 9, esto es, el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de las personas. El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el derecho a la protección de la salud por parte del Estado.

 

- Decreto Nº144 de 1961, del Ministerio de salud, que establece normas para evitar emanaciones o contaminantes atmosféricos de cualquier naturaleza.

 

- Código Sanitario, artículos 67, 72, 89, 161, 167, 174 y 179, relativos a facultades del Servicio de Salud en materias ambientales; vigilancia sanitaria sobre residuos industriales o mineros; condiciones de conservación de la pureza del aire y protección de la salud y seguridad de la población, animales y bienes contra perjuicios provenientes de la contaminación ambiental; sumarios sanitarios; sentencias; sanciones; y multas.

 

- Ley 19.300 de Bases del Medio Ambiente, publicada en el Diario Oficial del 9 de marzo de 1994.

 

- Ley 19.469, que regula el derecho a la protección de la salud

 

            En este contexto, en el mes de enero de 1998 comienza la reubicación de los residuos, de acuerdo a lo establecido en el ‘Plan de manejo de los residuos minerales de la empresa Promel en Arica’, elaborado por el Departamento de Programas sobre el Ambiente del Servicio de Salud, aprobado por la Gobernación Provincial y su Comité Técnico y ratificado a nivel ministerial.

 

            Entre las principales medidas sanitarias inmediatas se consideró el pronto traslado de los acopios a un sitio considerado seguro y la constatación de que el riesgo de la población estaba dado principalmente por el tiempo de exposición a los residuos, la cercanía a ellos, la dirección de los vientos, y la edad de las personas expuestas.

 

            A raíz de esto se propuso efectuar dos tipos de estudios: uno que sirviera para identificar los caso de las personas que pudieran haber sufrido un mayor impacto sobre su salud, a lo que adicionalmente había que considerar una encuesta dirigida a los grupos de mayor riesgo, es decir, menores de 7 y mayores de 65 años, con el objeto de identificar síntomas atribuibles al contenido de los residuos.

 

            El segundo estudio propuesto correspondía a uno de prevalencia del grado de contaminación atribuible al acopio en la población general expuesta, comparándola con una población de similares características, que no hubiera estado expuesta a residuos minerales. Este estudio, que contaría con exámenes de laboratorio del Instituto de Salud Pública, permitiría estimar el riesgo relativo y atribuible en la población al efecto de la exposición a estos residuos.

 

            En este último estudio, además, se consideró la realización de un empadronamiento que permitiera establecer la población objetivo como la población control.

 

            La autoridad sanitaria también efectuó mediciones sobre un eventual riesgo de radiación, los que resultaron negativos. Aún así, se efectuó un muestreo que fue evaluado, también negativamente, tanto por el Instituto de Salud Pública como por la Comisión Chilena de Energía Nuclear, lo que garantizó absolutamente la ausencia de radioactividad.

 

RESTRICCIONES DE USO DEL SITIO ‘F’
 

Producto de la prolongada exposición del sitio F a los metales pesados contenidos en los ‘barros’ internados por Promel, se establecieron una serie de restricciones para el futuro uso de ese lugar.

 

Entre las restricciones consideradas extra sistémicas está el que el suelo del sitio F del Barrio Industrial de Arica no podrá ser contrario a y estará determinado por las disposiciones propias del Plan Regulador vigente, en cualquier para el sector. A esto se agrega que cualquier actividad que allí se pretenda instalar deberá someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en el caso de que el artículo Nº10 de la ley 19.300 o el artículo 3º del Reglamento del SEIA así lo indiquen.

 

            Por su parte, la autoridad sanitaria también estableció restricciones tales como: prohibición de ruptura del sellado que cubre el sector donde se encontraban los acopios; prohibición de subdividir el terreno para su enajenación a terceros; prohibición de utilización del suelo con fines habitacionales; prohibición de utilización de la tierra existente en forma descubierta en el sitio, pudiéndose sólo instalar jardineras con tierra proveniente de otros sectores; la prohibición de uso del terreno con fines de equipamiento comercial, así como de equipamiento institucional u oficinas y para uso como terminal de buses; prohibición de cualquier actividad que de acuerdo al DS Nº47/92 del Ministerio de Vivienda, sea calificada como ‘molesta’, ‘insalubre’ o ‘peligrosa’.

 

            A su vez, se consideran como alternativas de utilización del terreno para equipamiento deportivo, manteniendo el sellado del sitio, y también en actividades industriales del tipo almacenamiento, siempre que sea calificada como ‘inofensiva’, de acuerdo al DS Nº47 de Vivienda antes mencionado.

 

            De la misma manera el Servicio de Salud de Arica estableció que cualquier proceso de construcción de cualquier edificio u obra complementaria deberá ser autorizado por ese servicio, al igual que cualquier maniobra que signifique la ruptura del sellado. En este último caso, la autoridad sanitaria definirá el procedimiento a emplear; la toma de muestras del sector que será removido para análisis químico; las medidas de restitución del sellado; y el lugar de reubicación de la tierra extraída.

 

NIÑOS Y PLOMO
 

            El plomo se encuentra en forma natural en la corteza terrestre y se produce primariamente por fundición del mineral. La tendencia al incremento en la producción y el consumo de plomo en América Latina ha aumentado el riesgo de exposición y daños en la salud de la población.

 

            El plomo se encuentra en el aire, el polvo ambiental, el agua, los alimentos, las pinturas, el ambiente laboral y el humo del tabaco. Bajo la forma de diversos compuestos, es usado en numerosos tipos de industrias de baterías, pigmentos para pinturas, alfarería, cables y productos químicos. Además, se usa como antidetonante de la gasolina.

 

            La exposición de la población al plomo se puede dar de diversas maneras: por vecindad con las fuentes, estableciéndose como zona de riesgo aquella situada dentro de un radio de 1 a 2 kilómetros de la fuente; por contacto con personas expuestas, especialmente trabajadores; por inhalación del aire exterior contaminado producto de la combustión de aditivos de plomo en la gasolina; por ingestión de alimentos contaminados, generalmente enlatados; por ingestión de agua potable contaminada, desde la fuente o por instalaciones elaboradas con plomo; por ingestión de pintura o polvo que contenga plomo; exposición ocupacional familiar, como ocurre en talleres artesanales donde se recupera y recicla a partir de las baterías de automóviles.

 

            Derivado de lo anterior, diversos estudios han reconocido los efectos nocivos de la contaminación por plomo en la salud humana, especialmente daños neurotóxicos, hematológicos y los efectos neuropsicológicos en la población infantil aparentemente sana.

 

            En relación a la exposición fetal, se sabe que el plomo cruza la barrera placentaria y se acumula en los tejidos fetales durante la gestación. La exposición intrauterina temprana interferiría en el crecimiento del niño en el primer año de vida. Algunos otros datos relacionan la exposición prenatal con anormalidades congénitas menores. Varios estudios prospectivos recientes han demostrado consistentemente que la exposición prenatal a plomo estaría asociada a déficit en el desarrollo tanto físico como mental del niño durante el primer año de vida.

 

            La Agencia para la Protección del Ambiente norteamericana (US-EPA) ha determinado que una concentración de plomo de 10-15ug/dl es suficiente para producir alteraciones neuropsicológicas. Esto ha llevado a la disminución del nivel máximo permisible a 15ug/dl en Estados Unidos. En los últimos años, se ha prestado importancia a niveles sanguíneos cada vez menores como causantes de daño especialmente a nivel del Sistema Nervioso Central, demostrándose efectos nocivos en sujetos con niveles sanguíneos menores de 7ug/dl, lo que cuestiona la existencia de un umbral de seguridad.

 

            Por otra parte, se ha demostrado que la exposición crónica a niveles altos de plomo en la sangre se asocia a alteraciones neurofisiológicas, electroencefalográficas y disminución en la velocidad de conducción nerviosa. A esto se suman hallazgos de defectos en la audición.

 

            En relación a los efectos agudos, los síntomas de toxicidad aguda por plomo son: fatiga, anorexia, palidez, irritabilidad, alteraciones del sueño, cambios bruscos de conducta y retardo mental. Síntomas más serios son torpeza motora, dolor abdominal, vómitos, constipación y alteraciones de conciencia debido a encefalopatía.

 

            Una vez absorbido, por inhalación, ingestión o percutáneo, el plomo se distribuye en los tejidos blandos del organismo y en los huesos. Los niveles sanguíneos reflejan el equilibrio entre absorción, excreción y depósito del plomo.

 

            En el niño, el tipo de nutrición es un factor significativo de riesgo. Las dietas ricas en grasa, pobres en calcio o hierro, aumentan la absorción de plomo por el intestino. Las deficiencias de hierro, calcio y fósforo están directamente correlacionadas con concentraciones altas de plomo en humanos y animales experimentales.

 

            En la última década, el conocimiento acerca de la toxicidad de la exposición crónica a plomo en dosis bajas en niños ha ido creciendo. La toxicidad del plomo es evidente en glóbulos rojos y sus precursores, riñones y sistema nervioso central y periférico.

 

            El metal ingresa habitualmente por vía digestiva, se absorbe, y llega al hígado, que lo elimina parcialmente por la bilis gracias a su función antitóxica. Cuando el nivel supera las posibilidades de excreción pasa al torrente circulatorio, pudiendo aún ser eliminado a través de la saliva, sudor, la leche y principalmente los riñones.
 
El plomo ubicado en la boca se combina con los sulfuros producidos por la putrefacción de los alimentos, y forma sulfuro de plomo, que se deposita debajo del epitelio de la mucosa gingival y yugal en forma de manchas características próximas al cuello de los dientes. Estas manchas se intensifican cerca de las caries por la mayor cantidad de sulfuros. Hay que diferenciarlo de otras manchas producidas por enfermedades metabólicas, de tatuajes por grafito o tintas y de otras enfermedades que pueden afectar el esmalte dentario.
 
En el período denominado presaturnismo no hay otros síntomas, aunque el enfermo ya "no se siente bien", es un malestar indefinido. El plomo se va depositando en la médula ósea, bazo, hígado, Sistema Nervioso Central y Periférico y sobre todo en los huesos, en forma de trifosfato plúmbico insoluble, desplazando al calcio. En la médula interfiere en el metabolismo del hierro.
 
En la fase crónica el tratamiento consiste en facilitar la excreción de plomo, solubilizándolo y favoreciendo su excreción renal. Para ello se usa el Versenato de Calcio y Sodio (también conocido como EDTA cálcico sódico o edatamil cálcico, secuestrene, etc.), en el comercio se conoce como Calcium-C al 20% en ampollas de 1 g de principio activo en 5 cc de vehículo, inyectable. Este producto actúa como quelante del plomo iónico y lo hace atóxico y favorece su excreción renal. El plomo circula en sangre en forma de proteinatos de plomo y adherido a los glóbulos rojos por tensión superficial, de modo que no filtra. Este quelante actúa sólo sobre el plomo presente en sangre, por lo que el tratamiento debe ser lento para dar tiempo al vaciado de los depósitos extravasculares.
 
ACERCA DE LAS RESPONSABILIDADES
 

            Conjuntamente con la exposición de los hechos es necesario determinar la existencia de responsabilidades asociadas a ellos.

 

            Respecto de la responsabilidad civil por daño ambiental, ésta está dada por la configuración efectiva de éste y la identificación de sus responsables. Así debe verificarse la existencia de los requisitos para configurar dicha responsabilidad, específicamente saber si se actuó por acción u omisión dolosa o culpable.

 

            Visto así, existe una acción, que es la internación de los residuos tóxicos a Chile y su posterior abandono de manera absolutamente desprovista de seguridad y responsabilidad, en zonas cuyos suelos resultaron contaminados y afectó la calidad de vida y, potencialmente, la salud de las personas.

 

            Dependiendo de los antecedentes que se hayan logrado recabar, es posible que se pueda acreditar que hubo dolo en los hechos, particularmente si se logra demostrar que Promel no compró estas ‘materias primas’, sino que recibió dinero por deshacerse de estas sustancias y que sabía que eran sustancias catalogadas como peligrosas en el país de origen, o que por lo menos requerían una especial disposición. Ello podría configurar dolo al engañar en su declaración de importación con el objeto de obtener la autorización de ingreso.

 

            Ante esto la única contraargumentación posible de descargo para Promel, es que ellos contaban con todas las autorizaciones para hacerlo y que si bien no dijeron que eran peligrosos jamás ocultaron la composición de los residuos en cuestión.

 

            Respecto de la configuración de daño, pareciera ser que la sola entrega de los análisis químicos que demuestran altos niveles de nocividad para la salud o el medio ambiente se podría configurar el daño.

 

            Sin embargo, respecto de daños a la salud, el punto de la constatación del daño es todavía discutible, puesto que aún no hay antecedentes concretos sobre la materia. Los niveles de arsénico en la orina de los menores debería disminuir con el tratamiento con medicamentos quelantes y tampoco ha sido posible acreditar que existan síntomas o efectos agudos atribuibles a la exposición de los residuos.

 

Sobre este mismo punto, en el contexto de la demanda Lombardo Molina contra Servicio de Salud de Arica, Promel y otros, la tesis de la parte acusadora representada por la Fiscalía del Medio Ambiente es que existió daño comprobable a las personas, producto de la negligencia de los órganos pertinentes del Estado, lo que daría pie a la indemnización fiscal. Por su parte, la autoridad sanitaria ha insistido en la diferenciación entre ‘exposición’ y ‘contaminación’ de las personas a los residuos tóxicos.

 

En lo concerniente a la relación de causalidad entre el hecho y el daño, es posible afirmar que existe en lo concerniente a la contaminación de los suelos, lo que puede demostrarse con relativa facilidad. Respecto de eventuales daños a la salud el caso es más complejo, ya que como se dijo, no se ha acreditado fehacientemente el daño, el que además podría relativizarse a través del argumento de que el potencial daño se debe a una acción negligente del Ministerio de Vivienda o del propio municipio, al permitirse la instalación de casas en las inmediaciones de los terrenos contaminados, sin permiso de construcción y fuera del área autorizada en el Plano Regulador para ello.

 

De hecho, en otros países, especialmente en Estados Unidos, existe abundante jurisprudencia respecto de las responsabilidades civiles por contaminación causada por las relaciones de vecindad.

 

            Sobre las potenciales acciones jurídicas por daño ambiental, se han considerado en el desarrollo de este conflicto varios elementos que deben ser considerados. Por ejemplo, quiénes serían o debieron ser los demandados. Si se piensa en una acción contra Promel se chocará contra el hecho de que dicha sociedad se encuentra plenamente vigente, aunque inactiva hace muchos años, lo que hace un sujeto jurídico sin patrimonio e, incluso, sin domicilio, por lo que una acción este sentido podría resultar inoficiosa.

 

            Sin embargo, frente a este escenario anteriormente descrito existe la alternativa de recurrir contra algunas personas naturales que siendo socios o administradores de Promel, se pudiere acreditar que actuaron a título personal.

 

            En esta misma línea pudiera considerarse que hubo personas que sin ser autores del hecho se beneficiaron de éste. Ello alude a empresas extranjeras o socios chilenos, los que podrían ser obligados a reparar hasta un monto similar del provecho que obtuvieron. Para ello reviste especial importancia saber cuánto pagaron por deshacerse de estos residuos y cuáles habrían sido los costos en caso de no hacerlo.

 

            A partir de lo expuesto cabe preguntarse cuáles serían las consecuencias de una acción como la descrita. Hasta hoy no existe ninguna sentencia basada en la ley 19.300, aún cuando la ley obliga a reparar el daño al medio ambiente, sin perjuicio de las acciones pecuniarias que podría seguir el Fisco por la pérdida de valor de la propiedad al estar contaminada y por la pérdida patrimonial sufrida a raíz de los cuantiosos recursos que ha debido invertir en el diagnóstico, tratamiento, seguimiento y monitoreo de las personas afectadas por los residuos.

 

            Siguiendo esta línea argumental cabe preguntarse si los responsables de este hecho, además de restituir el medio ambiente, debieran preocuparse que las sustancias queden adecuadamente dispuestas, o que la acción de reconstituir lleve, por ejemplo, a la obligación de exportar la totalidad de los desechos. Sobre el primer punto –reparar o restituir el medio ambiente- aún cuando la ley no entra en detalles al respecto, parece absolutamente necesario incorporar dentro del concepto de reparar la acción de disponer adecuadamente las sustancias que causan la contaminación, porque de lo contrario en el acto de descontaminar un sitio se estaría contaminando otro.

 

            Sobre el punto de la re-exportación, es necesario realizar un exhaustivo análisis de una posible trasgresión de las normativas internacionales vigentes a la época, que significaran deberes entre los Estados, ya que a esa fecha no existía la Convención de Basilea que actualmente regula esta materia.

 

            Otros elementos a considerar en el marco de una estrategia jurídica que enfrente y busque una adecuada resolución del tema, es que los demandados podrían alegar la prescripción de la acción civil, ya que han pasado más de cinco años desde que se produjo el hecho. Sin embargo, cabe recordar que la ley 19.300 establece que el plazo de prescripción es de cinco años contados desde la manifestación evidente del daño, por lo cual ello podría amagar una excepción de prescripción en esta materia.

 

            Ahora bien, no parece posible que se pueda alegar que se está aplicando retroactivamente esta responsabilidad, dado que no es una pena, sino que simplemente un sistema de responsabilidad creado por ley.

 

            En síntesis, es posible apreciar que el inicio de una acción civil tiene una serie incertidumbres y, en definitiva, en el caso de obtener una sentencia favorable, no es fácil obtener el cumplimiento de ellas, entre otras cosas por la dificultad de notificar a responsables con patrimonio que les permita hacerse cargo del tema.

 

            Sin embargo, una acción de este tipo podría ser de utilidad para generar un precedente que inhiba a otras personas o países intentar nuevas acciones como las acometidas en perjuicio de nuestro país y, por lo tanto, podría tener un contenido más bien preventivo.

 

PARQUE RECREACIONAL
 

El Sitio F fue sellado mediante la disposición y compactación en el lugar de 1,50 mts. de tierra y áridos, concluyendo con la pavimentación del terreno.

 

Sobre el futuro uso de este lugar, fue el propio Presidente Lagos quien su momento anunció la construcción de un parque recreacional. A propósito de esto, el 22 de junio de 2001, se realizó una reunión encabezada por el Intendente Regional, Patricio Zapata, en la que participaron seremis, directores regionales y representantes de otros servicios.

 

En este encuentro se consignó, por parte de la Dirección de Arquitectura del MOP –que está realizando el diseño del Parque- que la inversión necesaria estimada ascendía a unos 1.600 millones de pesos para una superficie de 39.174 metros cuadrados. El costo del diseño, financiado vía Fondo Nacional de Desarrollo Regional llegó a 6,5 millones de pesos.

 

Según antecedentes manejados en la Intendencia Regional de Tarapacá para el año 2003 se dispondrá de un monto estimado en 400 millones de pesos para el inicio de las obras del Parque, así como también de otros 40 millones de pesos para la habilitación de una plaza.

 

Un de los temas que ha retrasado la ejecución de estas obras es la interrogante que se cierne sobre a quien corresponderá la administración del parque: al municipio o a los propios vecinos, o a alguna entidad creada para el efecto.

 

Sobre lo mismo, y aunque el parque se encontrará sobre un terreno de propiedad totalmente fiscal, existe la posibilidad de una acción judicial de parte de la empresa de transportes ‘Solón Chávez’, a lo menos sobre parte de los terrenos donde se edificará el parque, debido a la ilegalidad en la caducación del contrato de arrendamiento de dicho terreno por parte del Ministerio de Bienes Nacionales. Esta situación podría, de ocurrir, retrasar indefinidamente la ejecución de la obra.

 

Es necesario recordar que la empresa ‘Solón Chávez’ estaba interesada en adquirir el sitio F, y por ello al momento de ‘gatillarse’ la crisis, firmó un contrato de arrendamiento con Bienes Nacionales, el cual se pagaba a través del traslado de los minerales hacia el sector de Quebrada Encantada baja. Como única alternativa se baraja la posibilidad de ofrecerle a la empresa de transportes la ocupación de terrenos en Punta Condori, al norte de la ciudad.

 

En lo concreto, de esta reunión encabezada por el Intendente, surgieron, para el año 2001, los siguientes compromisos:

 

a. Definir claramente el terreno sobre el cual se construirá el Parque Recreativo. (Responsabilidad de la Intendencia Regional, la Gobernación Provincial y la Seremi de Bienes Nacionales)

b. Sellado con capa asfáltica de alrededor de 3.000 metros cuadrados de terreno. (Responsabilidad de Vialidad)

c. Construcción de multicanchas. (Responsabilidad de Chiledeportes)

d. Construcción de acceso y pavimentos. (Responsabilidad de Vialidad y el Serviu)

e. Instalación de la iluminación del Parque. (Responsabilidad de la Gobernación Provincial y la Seremi de Planificación)

f. Obtener el compromiso de la Municipalidad de la mantención del Parque. (Responsabilidad de la Gobernación Provincial y de la Seremi de Planificación)

 

QUEBRADA ENCANTADA
 

En el terreno sanitario, un muestreo realizado hace algunos meses atrás por el Servicio de Salud de Arica en Quebrada Encantada baja no mostró índices de contaminación relevantes, ya que en los lugares donde se consignó alguna presencia de plomo, ésta se ajustaba a los parámetros establecidos como normales por la norma nacional

 

En Quebrada Encantada baja, además, se levantó un cierre perimetral que alcanza los 2,20 mts. de altura, con el objetivo fundamental de reducir la posibilidad de que el factor eólico sea un elemento dispersor del residuo.

 

Esto ha permitido a la autoridad sanitaria considerar el tema del sellado y de un potencial aumento o a lo menos mantención de la contaminación, como un tema ambientalmente solucionado, quedando sólo pendiente el seguimiento sanitario de las personas.

 

A Quebrada Encantada alta también fueron llevados los residuos contaminados con plomo que fueron extraídos desde la maestranza de ferrocarriles en el puerto de Arica y que contenían un importante porcentaje de metales pesados, entre ellos el plomo, debido a décadas de acopio de este material proveniente desde Bolivia.

 

A pesar de que las medidas de cierre dispuestas tanto en Quebrada Encantada alta como baja parecieran dar un carácter definitivo a la disposición de estos recursos, el Servicio de Salud sólo ha definido estas medidas como transitorias, señalando que si alguna persona natural o jurídica dispone de los medios y los recursos para retirar de allí las sustancias tóxicas, ésta podrá hacerlo sin inconvenientes.

 

Las medidas dispuestas y los resultados de los últimos muestreos, así como la controlada situación de seguimiento sanitario y monitoreo ambiental han permitido al Servicio de Salud fijar como la fecha de los próximos muestreos, especialmente en la zona de Cerro Chuño y Los Industriales, el año 2005.

 

Por su parte, en el litigio que se tramita en los tribunales de Arica, bajo el nombre de ‘Demanda contra el Servicio de Salud de Arica, Promel y Otros’ y que aparece encabezada por el dirigente vecinal Lombardo Molina, y que fue impulsada por el entonces alcalde Iván Paredes y la ONG Serpaj, y que es representada judicialmente por la Fiscalía del Medio Ambiente, cuyo representante es el abogado Fernando Dougnac, la tesis principal que se ha sostenido y que se busca probar es la negligencia de la autoridad sanitaria. Lo anterior sería causal de daños a las personas y, por eso, están solicitando una indemnización de 25 millones de pesos para cada uno de los aproximadamente dos mil adherentes a la causa.

 

En este tema, el Servicio de Salud de Arica ha explicitado su posición señalando que en el caso de la contaminación producida por los residuos ilegalmente ingresados por Promel no existe intoxicación de las personas con plomo, sino que sólo existiría una exposición a dichos residuos.

 

La autoridad ha precisado que de existir intoxicación el daño sería verificable, primero a través de síntomas, lo que luego daría paso a lesiones y enfermedades posibles de comprobar. Sin embargo, sostienen, no hay en este caso daño neurológico atribuible al contacto con el plomo entre las personas, especialmente niños, sometidos a análisis.

 

Sobre lo mismo, se afirma en el Servicio de Salud de Arica que los actuales niveles de deterioro neurológico en las personas, particularmente niños expuestos a los residuos de Promel y que habitan en los sectores de Los Industriales y Cerro Chuño, es el mismo que podría encontrarse en cualquier niño de una población con altos índices de pobreza, y por ende, de mala nutrición.

 

CAMPAÑA ‘NIÑOS LIBRES DE PLOMO’
 

            Desde el inicio de la crisis ambiental y sanitaria producida con la constatación de la composición de los residuos depositados a metros de los sectores poblacionales, el Ministerio de Salud, directamente o a través del Servicio de Salud de Arica, invirtió importantes recursos. Así, por concepto de traslado de materiales gastó $66.144.547; por la ejecución de los monitoreos de seguimiento, lo que incluye análisis y envío de muestras, ocupó $13.000.000; y el pago de horas funcionarias y combustible utilizado en dar seguimiento al plan de recuperación ambiental, significó un total de $28.440.000.

 

            A lo anterior debe agregarse la suma de $3.777.385 que la Municipalidad de Arica, por medio de la Directora del Servicio Municipal de Salud, Paulina Durán Herrera, por medio del ORD. Nº0536, de fecha 3 de julio de 2001, solicitara al Director del Servicio de Salud de Arica, por concepto de inversión en control y tratamiento médico profesional –entre noviembre del 2000 a igual mes de 2001- los niños con 10 o más mg/dl de plomo, quienes son atendidos en los consultorios Amador Neghme, Oriente y Víctor Bertín Soto.

 

La jefa de salud municipal argumentó, textualmente, que “esta inversión en fármacos no está considerada dentro del presupuesto del Servicio Municipal de Salud y corresponden a la parte comprometida por el Ministerio de Salud, por lo que solicito ejecutar los trámites correspondientes al reintegro de estos dineros”.

 

Desde la fecha en que se detectó el acopio de plomo en pleno sector poblacional, 5.000 personas han sido sometidas a análisis de sangre. De ese total, sólo 150 han presentado índices de entre 15 y 20 ug/dl, y apenas 5 han mostrado niveles superiores a los 30ug/dl.

 

Otro sistema utilizado para medir la presencia de plomo en las personas, es la llamada prueba del ‘pinchazo de uña’, que fue aplicado a niños y adultos con índices de más de 10ug/dl. Este examen, cuyos resultados fueron respaldados por un segundo análisis practicado por el Instituto de Salud Pública, mostró que los niveles del elemento tóxico iban descendiendo.

 

Sobre lo anterior, se ha señalado que en la medida que los niveles bajaban, muchas personas rechazaron la posibilidad de mantenerlo como método sistemático de medición en el tiempo, toda vez que configuraba un escenario médico contrario a los objetivos de la demanda presentada por ellos en contra del Servicio de Salud, Promel y otros. 

 

De este hecho da cuenta el memorandum Nº9ª/839, de fecha 30 de julio de 2001, del jefe de la División de Salud Mental, Mauricio Ilabaca, a la Ministra de Salud de la época, Michelle Bachelet, el que señala textualmente en su punto Nº5, que “la entrega de suplementos y de leche a los niños con los niveles alterados provocó que aquellos que no participaron en el tamizaje realizado el año pasado (5.000 niños) y que habían resultado sobre norma  en el año 1998, por estudio hecho por el ISP y el Servicio de Salud de Arica, presionen al municipio para ser incorporados en este programa. Ellos originalmente se abstuvieron de participar por recomendación de organizaciones que estaban demandando judicialmente al sector”.

 

El argumento esgrimido por el Servicio de Salud para estos resultados es la adecuada implementación de un tratamiento dirigido, especialmente por el uso de quelantes, medicamentos específicos cuyo efecto es la eliminación del arsénico y el plomo, especialmente del radicado en el sistema óseo, por la vía de la precipitación, desde los riñones.

 

Los medicamentos quelantes, recomendados para personas con índices mayores a 10ug/dl, en el caso de Arica fueron utilizado para individuos con niveles menores a éste. Asimismo, cabe consignar que, antes, estos medicamentos eran ingresados al organismo por la vía de la inoculación, actualmente se hace por vía oral.

 

Además, a los niños que mostraron índices sobre 10mg/dl se les aplicó sostenidamente en el tiempo una dieta alimenticia rica en Calcio, buscando fijar este elemento, que permite combatir la presencia del plomo en los huesos.

 

Otro punto que los expertos sanitarios han considerado como relevante para explicar, primero la contaminación, y segundo la disminución progresiva de los niveles de plomo en la sangre de los niños, es que mientras los acopios se mantuvieron en el sitio F, los niños que estuvieron más expuestos debido a que jugaban sobre las montañas de residuos contaminados no contaban en sus domicilios con acceso permanente a uso y consumo de agua potable y, por ello, ante la imposibilidad de una adecuada higiene, su principal vía de contacto habría sido la masiva ingestión por vía bucal.

 

Esta tesis se sustenta, además, en que si la fuente de contaminación hubiera sido una distinta, los niveles de plomo en el suelo y en las calles se hubieran mantenido. Sin embargo, una vez erradicados los acopios los índices han bajado a puntos absolutamente normales. A ello, como medida precautoria, se suma la limpieza de techos y jardines realizada en los sectores más expuestos al traslado de las partículas de plomo vía eólica.

 

Como dato adicional de las mediciones y muestreos realizados por la autoridad sanitaria, cabe consignar que algunos de los menores que presentaron niveles de contaminación con plomo mayores a lo que permite la norma, no viven en el sector de Los Industriales o Cerro Chuño -los más afectados- sino que en un sector más alejado del sitio F, tal como es el denominado sector de Agtima, área destinada para la instalación de pequeñas empresas industriales. En ese sector también se detectaron puntos de medición de la tierra con índices más altos, sin sobrepasar la norma, que algunos de los sectores más afectados por su cercanía con el sitio F.

 

Por último, de acuerdo a lo informado mediante el fax Nº184, de fecha 19 de noviembre de 2001 por el Subdirector de Salud Ambiental del SSA, Nolberto García, a la jefa del Programa de Seguimiento, Carolina Asela, a esa momento, conocidos los resultados del segundo control del nivel de plomo en la sangre de los menores tratados, 11 de ellos mantuvieron o aumentaron dicho nivel.

 

No deja de llamar la atención que, tal como señala el mencionado documento, “los domicilios de los menores en estudios son dispersos y aleatorios, no existiendo relación con factores de dispersión como la dirección del viento u otros. La ubicación de los domicilios más distantes, comprende una distancia aproximada de 20 cuadras, en tanto que los más cercanos se encuentran a 2 cuadras”.

 

En sus puntos d) y e) el citado documento consigna que “de las 11 casas evaluadas 8 se encuentran alejadas de vías de alto tráfico y 10 se encuentran alejadas de actividades industriales” y que “uno de los menores se cambió de domicilio hace aproximadamente un año”. A su vez, el punto 4, indica que “de acuerdo a los datos obtenidos se puede concluir que el componente ambiental no es determinante frente al aumento o mantención de los niveles de plomo en sangre de los 11 menores evaluados”.

 

Los niños a que se refiere el informe son: Javiera Rojas Peña, 4 años; Marcos Paillapi Torres, 10 años; Francisca Concha Rivera, 5 años; Leonardo Martínez Martínez, 6 años; Joel Ardiles Linares, 5 a 6 meses; Eduardo Díaz Vicencio, 11 años; Víctor Bains García, 7 años; Juan Olivares Montalvan, 1 a 7 meses; José Flores Cerda, 8 años; Guillermo Albarracín Santos, 3 a 8 meses; y Carlos Véliz Pérez, 3 a 10 meses, 7 de los cuales se atiende en el Consultorio Amador Neghme, 2 en el Oriente y otros dos en el Bertín Soto.

 

OTRAS OPINIONES
 

Como contrapartida a la versión más optimista de la autoridad sanitaria, existen visiones técnicas distintas respecto del tratamiento y disposición de los residuos. De esta manera se señala que tras detectarse la contaminación producida por los acopios ilegales de plomo realizados por la empresa Promel, debieron realizarse, desde el punto de vista ambiental, las siguientes acciones:

 

1.- Determinación del área afectada en forma cuantitativa y cualitativa.

 

2.- Diseño de la solución ambiental definitiva. Es lógico pensar que la solución más adecuada para este tipo de problemas es una inertización a través de procesos de estabilización-solidificación, los cuales disminuyen la velocidad de migración de los elementos tóxicos presentes (plomo o algún otro metal pesado)  

 

3.- Presentación de un plan de manejo de los residuos que tuviera un carácter de largo plazo y no sólo fuera un plan de contingencia.

 

4.- Retiro del material contaminado a una zona de almacenamiento temporal, tal como se hizo en la práctica debido a la urgencia de evitar la exposición de la población, parta después establecer procedimientos de tratamiento y confinamiento definitivo, ingresando a través del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (Ley 19.300.- y D.S. Nº 30 ambos del Minsegpres), ya que la determinación del sitio de disposición final definitivo implica entre otras cosas:

 

a.- Usos del suelo

b.- Estudios geológicos e hidrogeológicos

c.- Planos reguladores

d.- Diseño de la estructura de confinamiento

e.- Planes de monitoreo y control de variables ambientales

f.- Cumplimiento de la normativa sanitaria respecto del manejo sanitario del acopio.

 

5.- Una vez retirado el material contaminado se debió evaluar y comprobar que el sitio fue efectivamente descontaminado. 

 

            Además, es importante determinar como una política de gestión futura ¿qué o cuales van a ser los criterios que emplee la autoridad cuando se produzcan estos hechos?, ya que por ejemplo un mal manejo puede traer consigo las siguientes consecuencias:

 

a.- El Estado se hace cargo de un pasivo ambiental, ya que la naturaleza de los residuos no ha sido alterada.

 

b.- Transforma a la región en una zona de almacenamiento de residuos peligrosos sin tratamiento, ya que es el Estado el que esta sentando un precedente.

 

c.- La autoridad debe velar para que estas situaciones no se transformen en algunos años mas en un problema más oneroso de solucionar, especialmente por la cercanía del acopio de Quebrada Encantada baja de la ciudad, ya que esto limita la futura expansión y crecimiento urbano y la utilización de los terrenos.

 

d.- Hacer exigible a las empresas que se hagan cargo de los problemas generados o derivados de la internación de los residuos, de los que son solidariamente responsables, especialmente cuando el residuo no ha sido sometido a ningún proceso de transformación, recuperación, reciclaje o tratamiento. Empresas como Boliden Metall saben perfectamente las consecuencias que les habría acarreado haber generado una situación como ésta en un país desarrollado.

 

e.- Debe evaluarse siempre, más allá de las emergencias sanitarias o ambientales, la generación de una o varias alternativas de solución definitiva y de largo plazo.

 

            Asimismo, se ha cuestionado el adecuado cumplimiento del Plan de Manejo de Residuos Sólidos de la Empresa Promel, especialmente en lo que dice relación con la protección ante la acción de los vientos y protección a la acción de las aguas. En lo referido al primer punto, la estrategia de salud contempla que “el material acopiado sea encapsulado convenientemente, por lo cual no tendrá contacto con los elementos físicos naturales”. Sobre lo segundo, el informe señala que “la cubierta impermeable evitará que ellas puedan acceder hasta el material acopiado”.

 

            Sin embargo, pese a los dichos del plan, existen quienes cuestionan que lo anterior se pueda sustentar en el tiempo de manera efectiva, toda vez que los criterios técnicos y normas internacionales recomiendan utilizar un sistema de doble impermeabilización, tanto en la superficie como en el fondo de la celda de seguridad y debe considerar para ello la utilización de materiales de distinta naturaleza, tanto naturales como sintéticos, con características de conductividad hidraúlica, plasticidad, flexibilidad, composición química, resistencia a líquidos corrosivos y otras, que en este caso no parece cumplir plenamente.

 

LEGISLACION AMBIENTAL SUECA
 

Entre las normas de la legislación sueca que regulan el manejo de los desechos peligrosos para el medio ambiente, se encuentra el Código del Medio Ambiente (SFS 1998:808) que aborda estas materias, especialmente, en el capítulo 9, denominado ‘Actividades Peligrosas para el Medio Ambiente y Protección de la Salud’, así como  en el capítulo 15, ‘Desechos y  Responsabilidades de los Generadores’.

 

Por otra parte, el Parlamento estableció el Código del Medio Ambiente el 3 de Junio de 1998, y las disposiciones entraron en vigor el 1° de Enero de 1999. Según estas disposiciones “el gobierno puede formular directivas o resoluciones de prohibición contra la emisión de aguas residuales, de substancias sólidas o de gases del suelo, de instalaciones o de plantas, o el apilamiento de substancias sólidas. Esto rige si una actividad de ese tipo puede conducir a que aguas de la superficie,  suelos o aguas subterráneas resulten contaminas o de alguna manera insalubre”.

 

Otras disposiciones señalan que “a fin de proteger la salud humana y el medio ambiente, el Gobierno también podrá en caso de que se considere más adecuado  que disponer en casos particulares, resolver  en casos que no fueren los indicados sobre actividades peligrosas para el medio ambiente, formular directivas sobre prohibición, medidas de protección, limitaciones y otras medidas de precaución. Ese tipo de instrucciones también pueden ser formuladas para atender al cumplimiento de los compromisos internacionales de Suecia”.

 

En el Decreto 1996:971 sobre desechos peligrosos se regula el manejo de los desechos peligrosos. Los tipos de desechos que se clasifican como peligrosos están listados en un anexo al Decreto y sólo pueden ser manejados por quien  tenga autorización específica del gobierno para ello y ésta le puede ser concedida a quien tenga la capacidad personal, técnica y económica para tratar los desechos de manera satisfactoria desde el punto de vista de la protección del medio ambiente y de la salud.

 

En el capítulo 9 del Código del Medio Ambiente y en el Decreto 1998:899 sobre actividades peligrosas para el medio ambiente hay disposiciones sobre el uso de suelos para apilar desechos. Generalmente rige que el Tribunal del Medio Ambiente es el que concede las autorizaciones para el depósito de desechos peligrosos. Si se trata de cantidades menores, la autorización debe ser concedida por el gobierno.

 

Las disposiciones relativas a las zonas contaminadas -la responsabilidad por la investigación y por el trato posterior- están indicadas en el Capítulo 10 del Código del Medio Ambiente, donde se indica que el responsable por el tratamiento posterior es el que se dedica o se ha dedicado a una actividad que ha contribuido a la contaminación. Según el Artículo 4, la responsabilidad  por el procesamiento ulterior implica que “el responsable deberá, a escala razonable, realizar o cubrir los costos de las medidas de procesamiento ulterior que fueren necesarias, debido a las contaminación, para prevenir, impedir o contrarrestar que se ocasione daño o perjuicio a la salud humana  o al medio ambiente”.

 

La normativa señala, además, que cuando se deba fijar la envergadura de la responsabilidad, se deberá tomar en cuenta cuánto tiempo ha transcurrido desde que la contaminación tuvo lugar, el deber que el responsable tenía de impedir daños futuros y el resto de las circunstancias. Si quien realizó una actividad nuestra que únicamente contribuyó en forma limitada a la contaminación,  esto también deberá ser tomado en cuenta al juzgar la envergadura de la responsabilidad.”

 

Actualmente, Suecia se encuentra participando en el proceso de implementación de las directivas de la Unión Europea sobre depósitos de desechos peligrosos. De haber existido en ese tiempo, los metales contenidos en los residuos transportados por Boliden a Chile deberían haber sido incluidos en el reglamento. Es más, una exportación de residuos, como los exportados por Boliden a Chile durante los años 1984 y 1985, hoy no sería permitida. Esta norma indica que los residuos peligrosos sólo pueden exportarse con un permiso especial. Además, sólo pueden ser transportados a un país del convenio de Basilea, convenio que Chile ratificó en 1992.

 

Asimismo, la legislación establece que “los permisos a la exportación no se conceden a un estado carente de la capacidad de gestión de residuos de una forma aceptable desde una perspectiva medioambiental y sanitaria, en caso contrario, se tratarían en Suecia”.

 

El reglamento comunitario EG 259/93 sobre supervisión y control de transporte de residuos de la Unión Europea y el reglamento sueco 1995:701 sobre transporte transfronterizo de residuos están en vigor. Según el reglamento sueco  los residuos que deben ser controlados sólo son exportables a países miembros  de la OECD. Según dicho reglamento se aplican los principios de cercanía y de autoabastecimiento, esto significa que los residuos  han de ser tratados lo más cerca de la fuente que los genera que sea posible.

 

Según el reglamento comunitario, toda  exportación de residuos  a eliminar está prohibida fuera del círculo de los países signatarios del Convenio de Basilea. La  prohibición a la exportación para el tratamiento de residuos peligrosos a países fuera de la Organización de Cooperación de Desarrollo Económico (OCDE) entró en vigencia el 1° de enero de 1998, con la modificación del reglamento comunitario. La prohibición del Convenio de Basilea al transporte de residuos peligrosos fuera de los países de la OCDE se adoptó en la tercera reunión de las partes en septiembre de 1995. La prohibición en la actualidad ha sido ratificada por 20 de 62 partes.

 

Entre el 1º de julio de 1975 y el 1º de enero de 1986 el reglamento 1975:346 era la normativa aplicable a la gestión de residuos peligrosos  para  el medio ambiente. Dicho reglamento regulaba, entre otros, la exportación de residuos peligrosos para el medio ambiente. Los residuos con contenido en metales de una explotación minera quedaban excluidos del ámbito de aplicación de las reglas en vigencia. Desde entonces se ha endurecido la legislación sueca y se han firmado los siguientes acuerdos internacionales:

 

- 1° de enero de 1986 al 1° de julio de 1992: Reglamento 1985:841 sobre  residuos peligrosos para el medio ambiente: regula la exportación de residuos peligrosos. El ámbito de aplicación se ha  modificado frente al reglamento anterior.  Se establece que el reglamento es aplicable, entre otros, a “residuos que contengan antimonio, arsénico, bario, berilio, plomo, cobalto, cobre, níquel, selenio, plata, talio, estaño, vanadio o zinc.”

 

Según queda establecido que los residuos peligrosos para el medio ambiente solamente pueden ser exportados a través de un permiso especial. Las autoridades medio ambientales estudian la cuestión de los permisos. Y solamente los conceden si se entiende que los residuos pueden tratarse finalmente, de una forma aceptable sin riesgos desde un punto de vista medioambiental y sanitario.

 
- 1° de julio de 1992 al 1 de julio de 1995: Reglamento 1992:918 sobre importaciones y exportaciones de residuos peligrosos. El reglamento se basa en el convenio de Basilea que entró en vigencia en mayo de 1992. Coherente con el ratificación de Basilea por parte de Suecia, se recalcó la necesidad de una mejor gestión de los residuos  de los países  industrializados, siendo el punto de partida del tratamiento de los residuos el propio país, tal como lo establece la propuesta 1990:91:90.

 

El reglamento 1992:918, por su parte, contiene reglas exhaustivas y restrictivas sobre la exportación de residuos incluyendo diferentes categorías de residuos, más que las antiguas disposiciones suecas en el sector.

 

A MANERA DE CONCLUSION
 

            Concluyendo la revisión y análisis de los diversos y cuantiosos antecedentes existentes relativos a la internación ilegal de residuos peligrosos al país por parte de la empresa Promel, es necesario recapitular y señalar que dos son los tópicos principales: la salud de las personas y la adecuada disposición de los residuos contaminantes.

 

Sobre estos dos puntos existen varios puntos de vista que, evidentemente son contradictorios y opuestos. Sin embargo el sentido común dice que debe privilegiarse las soluciones viables y eficientes, en ambos casos.

 

Así, por ejemplo, considerando algunos aspectos vigentes en la legislación sueca, tales como aquellos que regulan el manejo de los desechos peligrosos para el medio ambiente, y especialmente en el contexto del reciente Acuerdo Comercial con la Unión Europea, aparece como posible la posibilidad de intentar una acción político-jurídica en Suecia, ante la empresa y ante las autoridades. Lo anterior, porque además de los excelentes lazos de amistad, la fuerte presencia de compatriotas y la estricta normativa medioambiental, existe la preocupación efectiva de parte del sector exportador sueco, quienes ven con alarma el daño al ambiente y a las personas, que producen algunas empresas.

 

            Asimismo, parece necesario que el Estado defina una política clara sobre la defensa de sus intereses, ya que no parece razonable que hasta ahora todos los costos de traslado y depósito de los residuos, así como el seguimiento y los tratamientos médicos los asuman los servicios públicos. Sin embargo, lo que más llama la atención en este sentido es que no se intente, a lo menos, perseguir las responsabilidades de los socios integrantes de Promel Ltda., de quienes uno puede formarse la convicción, recibieron cuantiosos recursos por internar los materiales contaminantes.

 

            Este último punto nos remite a una duda anteriormente planteada en este documento y que tiene que ver con la decisión política del gobierno y los servicios que lo componen, de evitar que nuestro país, con grandes franjas de terrenos no ocupados, especialmente en las desérticas tierras nortinas termine convirtiéndose en un nuevo vertedero de residuos peligrosos, subsidiando por algunos dólares, el nivel y la calidad de vida de los países desarrollados. De hecho, lo que inevitablemente ocurrirá en Arica, es que cada vez que se detecten residuos peligrosos inmediatamente serán trasladados hasta Quebrada Encantada, convirtiendo esa zona, en los hechos en un área de depósito de residuos peligrosos.

 

            Un ejemplo de lo anterior es la situación generada en relación a la situación de la Maestranza Chinchorro, en la Villa Santa María, expuesta también por años a la contaminación por plomo y zinc derivado del transporte vía tren de éstos. Ante este hecho, en mayo de 2001, INVIA – Inmobiliaria Nueva Vía, filial de Empresa de Ferrocarriles del Estado, ingresó al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental el estudio “Proyecto de Ingeniería y Permiso Ambiental de Traslado de Disposición de Suelos con Plomo y Zinc”, el que busca la remediación del suelo de la Maestranza Chinchorro Arica. Estos suelos con contenidos de plomo y zinc se trasladarán, para su encapsulamiento, al sector de Quebrada Encantada Alto.
 

            Otra muestra de como un antecedente de este tipo puede derivar en precedente, es lo que está sucediendo en la Tercera Región de Atacama, donde la mayoría de las grandes empresas mineras han construido vertederos de residuos industriales de gran capacidad y, por lo tanto, de larga vida. Sin embargo, lo que llama la atención es que a nadie parece preocuparle el tema en el largo plazo, cuando las ciudades se expandan o se pretenda desarrollar un tipo de actividad económica que sea incompatible con la existencia de esos depósitos peligrosos.

 

            Frente a todas estas variables, parece razonable no descartar el camino de negociación con Suecia para encontrar respuestas cercanas a los potenciales problemas de salud de las personas, independientemente de lo que ocurra en tribunales, de tal forma de acceder a tecnología y a ciencia de punta, que permita que las personas, especialmente los niños, verdadera y efectivamente afectados por el plomo y los otros componentes contaminantes, tener posibilidades ciertas de neutralización de los efectos negativos por éstos generados.

 

 

 

 



 
  

ANEXO 1
 

BOLIDEN Y EL DAÑO AMBIENTAL EN ESPAÑA
 

            

A las 3.30 de la madrugada del sábado 25 de abril de 1998 se produjo la rotura del dique de la balsa de residuos de Minas de Aznalcóllar, y más de cinco millones de metros cúbicos de lodos tóxicos fueron vertidos al río Agrio, afluente del Guadiamar. En pocas horas los lodos y el agua tóxica cubrieron más de 5.000 hectáreas. Comenzó entonces una de las mayores catástrofes ecológicas, cuyas dimensiones se deben a la desidia de las administraciones central y autonómica. 
 
Doñana, el más emblemático de los Parques Nacionales, se ha visto afectado. Los efectos más visibles, como la muerte de miles de peces, a causa de la acidez del agua y su falta de oxígeno, no son los más graves. Lo peor es la bomba de relojería que suponen los metales pesados, debido a su persistencia y a su bioacumulación, y muy especialmente el cadmio y el arsénico, y los efectos se harán notar de forma lenta e insidiosa, a lo largo de muchos años.
 
Los lodos vertidos contenían 8.000 gramos de zinc por tonelada, 8.000 gr. de plomo, 5.000 gr. de arsénico, 2.000 gr. de cobre, 90 gr. de cobalto, 55 gr. de talio, 70 gr. de bismuto, 28 gr. de cadmio y 15 gr. de mercurio. Los lodos también contenían de 4 a 10 gramos por tonelada de aminas aromáticas e hidrocarburos policíclicos. La acción de los microorganismos puede acelerar el proceso de lixiviación así como alterar y transformar su composición; los tests de lixiviación indicaron una elevada movilidad para la mayor parte de los metales, al poder pasar a los acuíferos o introducirse en la cadena alimentaria, poniendo en riesgo a la fauna y a las personas. Se ha constatado que gran parte del lodo de pirita estaba integrado por partículas pequeñas susceptibles de ser inhaladas, con los consiguientes riesgos para los trabajadores que los retiraron y la población de la zona. 
 
El desastre esparció cerca de 2,5 millones de metros cúbicos de lodos por los cauces del Agrio y el Guadiamar. La Junta de Andalucía y el Ministerio de Medio Ambiente se gastaron cerca de 20.000 millones de pesetas en limpiar la zona afectada, cantidad a la que hay que añadir los 8.000 millones de pesetas invertidos por la Junta de Andalucía en la restauración ambiental, y los 10.000 millones de pesetas que costó la expropiación de las tierras afectadas por el desastre. 
 
El responsable directo del desastre fue la empresa Boliden Apirsa, propietaria de la presa. Boliden pertenece al grupo Trelleborg, con sede en Toronto (Canadá), y tiene cuatro minas en Suecia, otra en Arabia Saudita y la de Aznalcóllar, que adquirió en 1987. En 1996 facturó 1.300 millones de dólares y obtuvo unos beneficios netos de 38,7 millones de dólares; emplea a 13.443 personas, de ellas 4.818 en Suecia. A pesar de la retórica ambiental, la empresa tiene un negro historial, con accidentes graves en Chile (Arica) y Suecia, donde la rotura de una balsa de lodos contaminó el lago Asajaure. En Chile, las 19.500 toneladas de residuos tóxicos (cadmio, arsénico, mercurio y plomo) exportados por Boliden por intermedio de la empresa Promel a Arica hace 14 años, contaminaron a 15.000 familias y causaron el envenenamiento de más de 500 niños en una zona pobre de la localidad. La empresa ha adoptado una aptitud completamente irresponsable, tanto ante los residuos exportados de manera ilegal (la documentación falsa indicaba que se trataba de oro y plata), como ante las consecuencias en la población afectada, a la que se niega a pagar incluso los gastos hospitalarios.
 
En Aznalcóllar Las pérdidas económicas superaron los 40.000 millones, como mínimo, dado que cerca de 5.000 hectáreas quedaron arruinadas para cualquier tipo de cultivo durante muchos años, tanto por la contaminación, como por los propios trabajos de limpieza, que en muchos casos eliminaron los suelos fértiles. Desde 1993 la empresa Boliden Apirsa recibió de Hacienda un total de 2.819 millones de pesetas, y de la Junta de Andalucía 1.025 millones, en parte destinados a la balsa que reventó. Una de las lecciones de Doñana debería ser la necesidad de suprimir las subvenciones a actividades dañinas para el medio ambiente, y además se las debería gravar fiscalmente, iniciando la tan necesaria reforma ecológica del sistema fiscal. 
 
En nombre del mantenimiento del empleo las administraciones concedieron generosas subvenciones, haciendo la vista gorda ante los constantes incumplimientos de la legislación ambiental. A la larga tales posiciones fueron contraproducentes. Mantener una actividad minera dañina para el medio ambiente con dinero público puede costar miles de empleos en la agricultura, la pesca y el turismo, actividades más sostenibles e intensivas en empleo.
 
La ruptura de la balsa minera de la multinacional Boliden no sólo ha dañado al medio ambiente. También causó un grave daño a la credibilidad del sistema jurídico español, incapaz de impedir desastres ecológicos y de velar por hacer realidad la máxima de que "el que contamina, paga". Aquí el que contamina, no sólo no paga, sino que además recibe subvenciones públicas y sentencias absolutorias.

 

En el artículo 15 de la Directiva 75/442 de la Unión Europea se especifica que el costo derivado de la eliminación de los residuos debe recaer sobre su propietario o poseedor. Además, aclara que esta Directiva, de acuerdo con el principio general "el que contamina paga", impone a los Estados miembros una gestión de residuos de forma que los "costos de eliminación" de los mismos no sea asumida por las administraciones públicas sino por aquellos que los han generado.

 

Esto quiere decir que Boliden-Apirsa debe hacerse cargo de la eliminación de los residuos generados por su actividad minera. Siendo esto así, hay que tener en cuenta que los gastos derivados de las labores de limpieza de los suelos contaminados por el vertido, son parte de los "costes de eliminación", mencionados en el artículo 15. Si Boliden no hubiera depositado los residuos en la balsa nunca se hubiera producido un vertido.

 

El transporte de los lodos a otro vertedero autorizado, secarlos, inertizarlos y almacenarlos en otro lugar seguro habría sido más caro para la empresa. Las pérdidas medioambientales de esta catástrofe son incalculables.

            La empresa Boliden-Apirsa no tiene intención de pagar la multa de más de 45 millones de euros que le ha impuesto el Gobierno central como responsable del vertido de Aznalcóllar en 1998 y que dañó seriamente el parque nacional de Doñana. La multinacional ha sostenido que no tiene que hacer frente a la sanción sencillamente porque no es responsable del accidente, del que culpa a los que construyeron la presa. En un comunicado, Boliden afirmó que la rotura de esta infraestructura fue causada "por defectos en la construcción y errores cometidos en los estudios geológicos preliminares y no en el transcurso de las operaciones de Boliden-Apirsa". 
 
Por su parte, el Gobierno asegura que la multa será satisfecha a través de los "procedimientos de cobro" a disposición del Ejecutivo y que obligan a responder de las sanciones a los que detenten los derechos de esa empresa. Para el titular de Medio Ambiente, Jaume Matas, la fuerte sanción impuesta a Boliden se justifica porque "un suceso como el de Aznalcóllar no podía quedar impune". 
 
Los más de 45 millones de euros de multa incluyen, además de la sanción por los daños causados al dominio público hidráulico, el resarcimiento por los gastos de limpieza y reforestación que llevó a cabo el Gobierno central en la zona afectada por los más de cinco millones de metros cúbicos de lodos tóxicos vertidos desde la presa. Sin embargo, no incluye los 150 millones de euros que, según la Junta de Andalucía, costó a la Administración autonómica limpiar parte del cauce del río Guadalquivir y que ahora reclama.
 
El presidente andaluz, Manuel Chaves, dijo ayer que la Junta seguirá adelante con su intención de interponer una demanda civil contra Boliden-Apirsa por los trabajos realizados por la Junta. Chaves se mostró escéptico con su cobro al encontrarse la filial española de Boliden en quiebra. De ahí que la Junta quiera derivar sus reclamaciones a Boliden Limited, la empresa matriz con sede en Canadá, porque eso permitiría "perseguir" a la empresa fuera de España y exigirle la indemnización ante tribunales internacionales. 
 
 
 
 
 
ANEXO 2
ORGANIGRAMA BOLIDEN METALL A.B.
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OFICINAS DE BOLIDEN METALL EN EL MUNDO
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DIRECCIONES DE CONTACTO BOLIDEN METALL
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CORPORATE

Boliden Mineral AB
Kanalvägen 18, InfraCity
Box 5001
194 05 Upplands Väsby
Sweden 
Tel. +46 8 - 610 15 00
Fax +46 8 - 31 55 45
Environmental Affairs
Fax +46 8 30 95 36 


Legal Department 
Fax +46 8 30 95 36 


Marketing & Sales
Fax +46 8 736 07 01 


Boliden Treasury AB
Kanalvägen 18, InfraCity
Box 5001
194 05 Upplands Väsby
Sweden 
Tel. +46 8 - 610 15 00
Fax +46 8 - 34 56 79


Boliden Limited
145 King Street West
Suite 1000
Toronto, Ontario
M5H 1J8 Canada
Tel. +1 416 364-2727
Fax +1 416 364-5484
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MINING
Boliden Mineral AB
SE-936 81 Boliden
Sweden 
Tel. +46 910 77 40 00
Fax +46 910 77 42 34


Boliden Westmin (Canada)
Limited
Myra Falls Operations
PO Box 8000
c/o Spit Road
Campbell River, B.C.
V9W 5E2 Canada
Tel. +1 250 287-9271
Fax +1 250 287-7123 
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SMELTING & REFINING

Boliden Mineral AB
Rönnskärsverken
SE- 932 81 Skelleftehamn
Sweden
Tel. +46 910 - 77 30 00
Fax +46 910 - 77 32 15 


Boliden Bergsöe AB
Box 132
261 22 Landskrona
Sweden
Tel. +46 418 - 572 00
Fax +46 41
8 - 572 05
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FABRICATION
Boliden Gusum AB
610 40 Gusum
Sweden
Tel. +46 123 - 541 00
Fax +46 123 - 201 25
Boliden LDM Nederland BV
Postbus 42
NL-5150 AA Drunen
Netherlands
Tel. +31 416 38 99 11
Fax +31 416 37 86 55 


Boliden Cuivre & Zinc
(Liège) SA
Rue du Fourneau, 43
B-4030 Grivegnée (Liège)
Belgium
Tel. +32 43 49 98 98
Fax +32 43 49 98 99 


Boliden MKM Limited
Middlemore Lane
Aldridge
WS9 8DN
Walsall, West Midlands
England
Tel. +44 1922 743 321
Fax +44 1922 742 299 
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TECHNOLOGY SALES

Boliden Contech AB
Box 745
931 27 Skellefteå
Sweden
Tel. +46 910 - 876 00
Fax +46 910 - 890 50
info@contech.boliden.se



http://www.navarro.cl/defensa/plomoarica/InformePlomoArica.htm
